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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE PONFERRADA 

ILMO. SR. ALCALDE 

 

 

Asunto: Obra ilegal 

 

Ilmo. Sr.: 

De nuevo nos dirigimos a V.I. una vez recibido el informe solicitado en relación 

con el expediente que se tramita en esta Institución con el número 352/2025, referencia a 

la que rogamos haga mención en ulteriores contactos que llegue a tener con nosotros. 

Como recordará, el motivo de la queja hace alusión a las presuntas irregularidades 

cometidas en la ejecución de obras en el inmueble sito en calle XXX, con referencia 

catastral XXX, en la localidad de (León), consistentes en la construcción de un porche de 

madera, al carecer (presuntamente) de título habilitante para ello y estar invadiendo la vía 

pública. 

 

  

 

Concluye el reclamante afirmando que las presuntas irregularidades urbanísticas 

referidas son perfectamente conocidas por ese Ayuntamiento de Ponferrada, ante el que se 

han presentado diversos escritos de denuncia, sin que hasta la fecha de presentación del 

escrito de queja se hubieren adoptado por esa entidad local las medidas oportunas y de 

restablecimiento de la legalidad urbanística alterada, razón por la que se solicita la 

intervención de esta Defensoría. 
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Admitida la queja a trámite e iniciada la investigación oportuna, se le solicitó 

información en relación con las cuestiones planteadas en aquella. En atención a dicha 

petición se remitió un informe por esa Entidad local, acompañado de diversa 

documentación relacionada con la problemática expuesta, en el cual se hacía constar que: 

- En virtud del informe de la Policía Municipal de ese Ayuntamiento y del informe 

técnico municipal de fecha 15 de enero de 2025, mediante Decreto del Concejal delegado 

de Seguridad Ciudadana, Urbanismo y Fiestas de fecha 7 de febrero de 2025 se acordó la 

apertura de expediente sancionador por los siguientes hechos: “Vallado que requiere previa 

licencia urbanística y vulnera la normativa urbanística en cuanto a materiales por lo que 

resulta no compatible con el planeamiento urbanístico”, en calle XXX, de XXX, con 

referencia catastral XXX, Expediente 2025/XXX I.U. 

- Consta Declaración Responsable núm. 2024/XXX, presentada por el denunciado 

para actos de uso del suelo relativos a la construcción de marquesina de 8 m²., autorizada 

con una serie de prescripciones (dejará abierto el frente y laterales, por lo que se considera 

una edificación abierta). 

- Se ha procedido a ajustar la intervención a lo autorizado, retirando el cierre y la 

puerta del porche, según informe de la Policía Municipal de fecha 2 de mayo de 2025, 

habiendo desaparecido la causa por la que se inició el indicando procedimiento, con 

carácter previo a la resolución. 

- Mediante Decreto del Concejal delegado de Seguridad Ciudadana, Urbanismo y 

Fiestas de 24 de junio de 2025, se acordó archivar el expediente 2025/XXX, habiéndose 

ejecutado la intervención conforme a lo autorizado. 
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A la vista de lo informado, procedemos a formular las siguientes consideraciones: 

Analizadas las circunstancias que concurren en el presente supuesto, habiendo 

resultado acreditadas las actuaciones con incidencia urbanística puestas de manifiesto por 

la persona reclamante, debemos comenzar señalando que resulta incuestionable la 

competencia municipal en materia de urbanismo, la cual se configura como una de las 

competencias “propias” de las Entidades locales en el artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 

de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, citando expresamente entre ellas las 

facultades relativas a la disciplina urbanística. 

En particular, se deben de tener en cuenta las competencias de protección de la 

legalidad urbanística que ostenta ese municipio en virtud de la Ley 5/1999, de 8 de abril, 

de Urbanismo de Castilla y León, cuyo artículo 111 dispone que: 

“1. Corresponden al Municipio las siguientes competencias de protección de la 

legalidad urbanística en su término municipal: 

a) La inspección urbanística. 

b) La adopción de medidas de protección y restauración de la legalidad 

urbanística. 

c) La imposición de sanciones a las infracciones urbanísticas. 

2. Cuando el Ayuntamiento no pueda ejercer dichas competencias, la Diputación 

Provincial podrá ejercerlas directamente, o bien aportar los medios técnicos y 

económicos necesarios”. 
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El artículo siguiente del mismo texto legal define la inspección urbanística, 

incluyendo dentro de esta competencia “la investigación y comprobación del 

cumplimiento de la legislación y el planeamiento urbanísticos, y la propuesta de 

adopción de medidas provisionales y definitivas de protección y en su caso de 

restauración de la legalidad urbanística, así como de incoación de expedientes 

sancionadores por infracción urbanística”. 

Por otro lado, ninguna duda ofrece que, de conformidad con el artículo 114.1 de la 

LUCyL, cuando haya concluido la ejecución de algún acto que requiera licencia (o 

declaración responsable de obra) sin que haya sido otorgada o sin respetar las condiciones 

de la misma, el Ayuntamiento dispondrá la incoación de un procedimiento sancionador de 

la infracción urbanística y de restauración de la legalidad. 

En esta misma línea, el artículo 343.1 del Decreto 22/2004, de 29 enero, por el que 

se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, establece que, cuando haya 

concluido la ejecución de algún acto de uso del suelo que requiera licencia, pero que no 

esté amparado por la misma, el órgano municipal competente debe disponer: 

a) El inicio del procedimiento de restauración de la legalidad. 

b) El inicio del procedimiento sancionador de la infracción urbanística. 

Se añade en el artículo 343.3 del Decreto 22/2004 que “Una vez iniciado el 

procedimiento de restauración de la legalidad, el órgano municipal competente debe 

resolverlo (…) con independencia de las sanciones que se impongan en el procedimiento 

sancionador”. 

En el supuesto concreto que nos ocupa, el mentado deber de protección de la 

legalidad urbanística, resulta haber sido observado por ese Ayuntamiento de Ponferrada 

mediante la incoación del expediente municipal 2025/XXX I.U., en el marco de cuya 

tramitación se determinó restablecida la legalidad urbanística con la retirada de la cancilla 

y parte de la alambrada que daba a la vía pública. Por dicho motivo, considerando que se 

había ejecutado la intervención conforme a lo autorizado en la declaración responsable de 

obra número 2024/XXX, presentada con posterioridad a los actos de uso de suelo, ese 

Ayuntamiento procedió al archivo del expediente. 

Sin embargo, debemos advertirle que conforme a la normativa urbanística citada 

anteriormente, la legalización de las actuaciones irregulares, como en este caso, no exime 

de la imposición de la sanción que corresponda, al igual que su cumplimiento. 

En esta línea, son numerosos los pronunciamientos judiciales que directa o 

indirectamente declaran que el ejercicio de la competencia para la protección de la 

legalidad es irrenunciable, al igual que lo es la apertura del expediente sancionador 
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cuando se hubiera producido algún hecho tipificado como infracción, y la imposición de 

la sanción correspondiente, por lo que no se trata de una competencia de ejercicio 

discrecional para el Ayuntamiento. 

Así, pues, en virtud de todo lo expuesto, y al amparo de las facultades conferidas 

por el Estatuto de Autonomía de Castilla y León y por la Ley 2/1994, de 9 de marzo, del 

Procurador del Común, consideramos oportuno formular la siguiente Resolución: 

PRIMERA: En ejercicio de las competencias de protección de la legalidad 

urbanística que le son propias, respecto a la ejecución de las obras controvertidas en 

el inmueble sito en calle XXX, con referencia catastral XXX, en XXX (León), se 

recomienda a esa Administración local que valore la procedencia de incoación del 

oportuno expediente sancionador, considerando que se han realizados actos de uso 

del suelo sin la oportuna habilitación legal y contraviniendo el planeamiento 

urbanístico municipal vigente. 

SEGUNDA: Que, en el presente y en eventuales sucesivas actuaciones con 

incidencia urbanística, se tenga en cuenta que, acreditada la comisión de una 

infracción urbanística, la tramitación del procedimiento sancionador no tiene 

carácter discrecional, sino que resulta impuesta directamente por la Ley, y ello con 

independencia de que, en su caso, se hubiera procedido a la legalización del uso del 

suelo o la obra realizada. 

Esta es nuestra resolución y así se la hacemos saber, con el ruego de que nos 

comunique de forma motivada la aceptación o no aceptación de la misma en el plazo de 

dos meses, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.2 de la Ley Reguladora de la 

Institución. 

Una vez realizadas las comunicaciones oportunas, se acuerda publicar la presente 

Resolución en la página web de esta Institución, previa disociación de los datos de 

carácter personal que contuviera. 

Pendiente de sus noticias, reciba un cordial saludo. 

Atentamente, 

EL PROCURADOR DEL COMÚN 

Tomás Quintana López 


